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Resol. Serie “B” N° 20
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dos días del mes de marzo de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Julio Carmelo Vidal y Raúl Alberto Santucho, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. ff. 598/604 del Expte. Nº 19.194 – Año 2019 – Autos: “Perez Javier Aníbal, Perez Jorge, Sequeira Fabio Alberto y otros s.d. Homicidio Doblemente Calificado por Alevosía y Concurso Premeditado de Dos o más Personas e.p. Cáceres Franco Gabriel – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Julio Carmelo Vidal y Raúl Alberto Santucho. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:



Vistos:



Para resolver los recursos de casación interpuestos por las defensas técnicas de los Sres. Víctor Ariel Sequeira, Pascual Sebastián Banegas, Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez en la causa del epígrafe.----------



Y Considerando:



I) Sentencia recurrida: Las impugnaciones se encuentran dirigidas en contra de la resolución dictada por el Tribunal de Alzada en lo Penal, del 11 de octubre de 2018 (ff. 598/604), la que dispuso no hacer lugar tanto el planteo nulitivo planteado por el Dr. Saín, como tampoco a los recursos de alzada planteados por los defensores, confirmando en todas sus partes la sentencia que había condenado a los acusados a la pena de prisión perpetua, por encontrarlos responsables penalmente como coautores y partícipes primarios del delito de homicidio agravado por el concurso premeditado de dos o más personas (arts. 80, inc. 6 y 45 del Código Penal, -CP en adelante-), en perjuicio de Franco Gabriel Cáceres.-------

II) Los recursos:

 

i) el primero de ellos luce interpuesto a ff. 629/631, articulado por la Defensora Oficial Andrea Blinder, en ejercicio de la defensa técnica de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas, a los efectos de que esta Sala revoque el decisorio, absolviendo a sus defendidos.-----------------------------------------

Expone acerca del cumplimiento de los requisitos de admisibilidad del remedio que intenta, explayándose con cita de jurisprudencia en tal sentido, acerca del derecho a recurrir fallos adversos, y el abandono a la limitación de la casación a cuestiones meramente jurídicas.---------- 



Funda su impugnación en el agravio que le produce el rechazo del recurso de alzada, ya que oportunamente su parte había rechazado la sentencia por no configurarse los extremos sostenidos en la acusación por entender que no existió acuerdo previo para matar, estimando por ello que la resolución es violatoria del principio de proporcionalidad, del derecho sustantivo, del principio de congruencia, del debido proceso y de la defensa en juicio.---------------------------------------- 



Sostiene que en el presente caso no se ha acreditado con la certeza que así se requiere, la existencia del acuerdo previo, de que tuvieran el co-dominio del hecho y por ende resultar coautores del delito. Que la circunstancia de arribar varias personas al lugar donde se cometió el ilícito, no implica un acuerdo previo de matar a Cáceres, lo que condice, según manifiesta, con varios testimonios.-----------------------



Agrega por otro lado la existencia de testigos que no vieron atacar a la víctima por parte de sus defendidos, por lo que estima arbitraria a la sentencia que impugna, atento a que en el caso no se habrían comprobado los extremos aludidos y que determinaron la condena.-------------------------------------------------- 



Hace reserva del caso federal, por entender vulnerados derechos de raigambre constitucional, debido proceso, defensa en juicio, seguridad jurídica, entre otros antes reseñados. Termina la presentación solicitando que se haga lugar a la casación articulada, absolviendo a sus defendidos.-------------------------------------------




ii) El segundo recurso casatorio obra a ff. 637/641, a cargo del Dr. Cejas Escalada, defensor del Sr. Fabio Alberto Sequeira (quien también lo interpusiera in pauperis a ff. 649), articulado a los fines de que se revoque el decisorio, se absuelva a su defendido o bien, en forma subsidiaria, peticiona que sea condenado bajo la figura del partícipe secundario.-------------------------- 



Dando por cumplidos los requisitos de admisibilidad, se agravia en primer término de que, a su modo de ver, la sentencia que ataca ha sido ilegalmente motivada, conforme las reglas de la sana crítica. Impugna el fallo en los términos del art. 483, inc. 1 del Código Procesal Penal (CPP en adelante) por estimar que el tribunal ha valorado erróneamente la prueba y ha aplicado erróneamente la ley sustantiva.--------------------------- 



A  su juicio, la sentencia carece de motivación y fundamentación suficientes, al haber valorado arbitrariamente las pruebas, incurriendo en una defectuosa deducción de la comprobación de los extremos fácticos conducentes a resolver en forma favorable a su parte. Que esta errónea valoración de los elementos probatorios ha derivado en una errónea aplicación de la ley penal sustantiva.----------------------------------------------- 



Luego de explicar la plataforma fáctica de la acusación, expone que su parte -al momento de alegar-, había manifestado que su defendido no había intervenido en la ejecución del hecho y que desconocía la tenencia del arma. Que si bien reconoció prestar alguna colaboración en los actos preparatorios, estos no resultan punibles. Que el Sr. Sequeira estuvo sentado en su moto, a un costado expectante, mencionando testimonios que así lo indicarían. 



Que tampoco hay prueba fehaciente del acuerdo previo, o demostración de que su defendido lo haya conocido o que supiera de la intención homicida del autor material. Admite haber trasladado a “Ulla” (alias del Sr. Javier Aníbal Pérez, condenado como autor), pero que su conducta no fue esencial, toda vez que “Ulla” hubiese vuelto igual al lugar del crimen, y que Sequeira se fue solo de allí.--------------------------------------------- 



Referido a la arbitraria y errónea valoración de la prueba y la calificación jurídica que hace el tribunal, manifiesta que le agravia que la resolución haya tenido por acreditada la participación de su defendido, basado en prueba que su parte estima insuficiente para demostrar categóricamente la existencia de la conducta típica que exige el tipo penal por el que fue condenado.------------- 



Transcribe partes del fallo de la Alzada y del Tribunal de Juicio Oral (TO en adelante), y refiere a su respecto que la argumentación que da el primero de ellos resulta ser una reproducción de lo dicho por TO, pero más acotada y sin fundamento.--------------------------------- 



En este sentido cuestiona la descripción que realiza el tribunal a quo de la conducta desplegada por su defendido, y la tipificación escogida, cuando su parte ya había cuestionado oportunamente que no surgía de la prueba colectada en la causa que Sequeira haya prestado un aporte esencial en los términos del art. 45 del CP, es decir: “sin los cuales el hecho no habría podido cometerse”, entendiendo el recurrente que esa debió ser la interpretación que debió dársele.------------------------- 



De tal forma afirma que el aporte de esta persona en particular no ha sido esencial, ya que el autor del delito podría haber acudido a este segundo encuentro con la víctima, valiéndose de sus propios medios. Que si se suprimiera hipotéticamente la conducta desplegada por Sequeira, el autor habría acudido de todos modos al enfrentamiento con Cáceres.------------------------------- 



También impugna que la sentencia haya sostenido que la conducta de acompañar, observar y no evitar el delito, sitúe a su defendido en el tipo exigido por el art. 45 del CP. Entiende que, tal como lo requiere el CP, la participación es una forma de actuar, no basta meramente con permanecer y no evitar la comisión del delito, ya que no se trata de los llamados delitos de infracción al deber. En este sentido manifiesta que Fabio Sequeira, por su condición, no estaba obligado a evitar el delito y que el derecho no exige acciones heroicas.------- 



Le agravia además que la sentencia haya concluido que su defendido haya huido a toda velocidad, asegurando la impunidad del delito, cuando ello no surge de ninguna prueba.---------------------------------------- 



Entiende arbitraria la interpretación que efectúa el a quo respecto a que en la figura del partícipe no se requiera de un acuerdo previo y que este pueda surgir en el momento del hecho, como también con relación a la subsunción de la conducta de Sequeira en la figura en cuestión.------------------------------------------------- 



Se refiere asimismo al dolo del partícipe, el que entiende debe estar dirigido a un tipo penal determinado, y aquél tiene que haber prestado un acuerdo previo de brindar algún tipo de auxilio o cooperación para cometer el delito de homicidio, no cabiendo la posibilidad de un dolo eventual, estimando que tampoco hay pruebas de ello en la causa.-----------------------------------------



Plantea caso federal por estimar conculcados los derechos de defensa en juicio, y las garantías de legalidad y debido proceso. Termina la presentación peticionando que se haga lugar al recurso, revocando la sentencia, absolviendo al imputado o, subsidiariamente, la aplicación de una condena como partícipe secundario para su defendido.---------------------------------------------

iii) Por último, el recurso casatorio del Sr. Jorge Pérez, presentado in pauperis a ff. 621/623 y bajo la asistencia técnica de la Defensora Oficial (Dra. Blinder) a ff. 696/701. Peticiona la revocación de la sentencia atacada, y la absolución del imputado.----------



En sus agravios expresa la defensa que el rechazo del recurso de alzada le produce un gravamen que no es susceptible de ser reparado sino solo a través de este remedio. Además, que el a quo no ha valorado correctamente las pruebas. En este último sentido expone que resulta claro que el Sr. Pérez nunca entregó el cuchillo a su hijo, nunca participó de un plan previo destinado a dar muerte al Sr. Cáceres y nunca actuó con intención de obtener dicho resultado. Destaca sobre ello que el fallo se habría fundado en un solo testimonio (del Sr. Palavecino), quien habría manifestado que fuera su defendido quien le entregó el arma al autor y que le dijo “matalo, matalo”. Impugna el testimonio porque el testigo se encontraba en un lugar alejado, y porque se contradice con lo manifestado por quienes estuvieron en el lugar del hecho.---------------------------------------------------- 



Sostiene probado que el Sr. Pérez llegó y permaneció sentado en su motovehículo a varios metros del lugar, nunca se bajó, y que no obstante se le ha endilgado la figura de partícipe primario. Se pregunta entonces cuál habría sido la contribución esencial o necesaria para considerarlo como tal. Entiende en esta línea, que aún sin la presencia de su defendido, el hecho se habría cometido igualmente.----------------------------------------------- 



Referido al acuerdo previo, critica que el tribunal anterior lo haya tenido por acreditado por el solo hecho de que Pérez llegue hasta el lugar, siendo que al contrario, su parte estima que el encuentro ha sido ocasional, casual.---------------------------------------- 



Por todo ello entiende que la sentencia que recurre carece de motivación suficiente, porque no fundó el juicio de credibilidad del testigo Palavecino, tampoco explicó las razones por las que les restó importancia a las contradicciones entre los testigos que participaron en el debate. Que la sentencia resulta arbitraria en consecuencia por haberse dictado en contradicción con el derecho vigente aplicable, por basarse en afirmaciones dogmáticas, carente de sustento objetivo respecto de la teoría general del derecho y la participación criminal, derivada del apartamiento de las constancias probadas en la causa, con omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes.-------------------  



Plantea caso federal también, por entender vulnerados derechos de raigambre constitucional, y termina la presentación solicitando que se haga lugar a lo peticionado.----------------------------------------------



A ff. 651, el tribunal a quo, declara admisibles los recursos.---------------------------------------------



III) Dictamen del Fiscal General: (ff. 707/711) Luego de efectuar un resumen de los antecedentes del caso, ingresa en el examen de las casaciones articuladas, aclarando que serán tratadas en conjunto atento a la similitud de los agravios expresados.--------------------- 



En este sentido, da por cumplidos los requisitos formales de admisibilidad, destaca que en la causa se ha dado cumplimiento con la garantía del doble conforme, al haber obtenido ya una revisión amplia de la condena.------ 



Seguidamente concluye que esta instancia recursiva se encuentra limitada a los motivos que prevé la normativa procesal en el art. 483, en particular lo referido  a la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina jurisprudencial correspondiente a la decisión impugnada, y que resulta necesario (por exigencia del art. 486/CPP) para la admisibilidad formal, la debida fundamentación del recurso. Que se deberán explicitar los argumentos por los que considera que el a quo ha incurrido en un yerro en la aplicación de la norma, y cuál es la postulación que estima correcta.------------------------------------------ 



Entiende que en la causa tal exigencia no se encontraría cumplida, por cuanto los agravios que aquí se exponen son idénticos a los ya expuestos en el recurso de Alzada, siendo ineficaces para modificar el criterio de la sentencia, al no aportar nuevos elementos de convicción.--



Que los cuestionamientos de los recurrentes aquí reeditados, ya han tenido tratamiento tanto por el TO como en la instancia de revisión amplia de la sentencia, en donde se brindaron razones suficientes y contundentes para descartar cualquier pretensión sobre posibles vulneraciones al derecho de defensa de los imputados.----- 



Se expide en particular sobre los agravios referidos a la inexistencia del acuerdo previo de voluntades y que la participación no haya sido esencial, lo que derivara en la aplicación errónea del art. 45/CP, según sostienen los impugnantes. Con cita de doctrina en este sentido y de los extractos del fallo recurrido, entiende que el tribunal a quo ha tenido por acreditada suficientemente la coautoría de Pascual Banegas y Víctor Sequeira, como asimismo la calidad de partícipes primarios de Jorge Pérez y Fabio Sequeira.--------------------------



En ese sentido manifiesta que en la resolución atacada “se observa entonces un discurso de justificación harto suficiente en concepto y verificaciones. Asimismo, la relación de este episodio criminal y los imputados, en términos de hecho, ha quedado igualmente justificada.” Destaca de esta forma que ambas sentencias, en particular la del juicio oral, han considerado el universo total acreditante, respondiendo a los intentos de descargo, con total apego a la lógica.---------------------------------- 



Agrega en esta línea que no puede soslayarse que “partícipe necesario” es aquel sin el cual no se hubiera producido el hecho de la manera en la que ocurrió. Aplicándolo al caso explica que al haber llevado al autor y coautores, en sus respectivos motovehículos hasta el lugar del hecho, los partícipes han contribuido en que el suceso ocurriera de esa manera. Cita jurisprudencia.------ 



Concluye que ambos tribunales precedentes han atendido a la actuación de todos los implicados y al grado de poder que brindó cada uno de ellos a la acción homicida del autor, razón por la cual estima que la figura de participación necesaria como la forma que asumieran la conducta de los condenados en el caso, resulta más que razonable.------------------------------------------------



Sostiene por último que de los términos de los escritos recursivos solo se evidencia una mera disconformidad con el análisis de la prueba que realizara la Alzada, pero que tal diferencia subjetiva no implica que la sentencia sea arbitraria o se encuentre viciada, por lo que no corresponde su revocación.------------------



IV) Marco de la casación: Antes de ingresar en el examen de los recursos articulados, es pertinente señalar algunas consideraciones a efectos de dar un marco explicativo de la casación. En este sentido, debe entenderse que este tipo de recurso, de la manera en la que se encuentra legislado en nuestro CPP, es –en principio-, un recurso de carácter extraordinario, que se encuentra limitado (en cuanto a qué es lo que controla o revisa), a cuestiones básicamente jurídicas o de derecho. Por esa razón quedan afuera de su consideración todo lo referido a cuestiones de hecho y su prueba.--------------- 



No está de más recordar que previo a la sanción del CPP vigente, no existía regulado un recurso de revisión amplia como es el de Alzada actualmente, con el que se da cumplimiento a la garantía denominada del doble conforme o de la doble instancia, en línea con el fallo Casal (Fallos: 328:3399) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) y Herrera Ulloa Vs Costa Rica de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH). En este sentido, una vez agotada esa revisión amplia, y confirmada la resolución (es decir, que dos tribunales hayan coincidido en la manera de resolver el caso), para obtener la revisión del fallo en casación, será preciso cumplir las exigencias que este particular recurso requiere.------ 



De esta manera encontramos que se requiere el cumplimiento de una serie de requisitos formales para ser admitido (requisitos de admisibilidad, art. 486 del CPP), que son: el plazo, los sujetos habilitados para recurrir –lo que se denomina impugnabilidad subjetiva-, una sentencia susceptible de ser recurrida en casación –impugnabilidad objetiva-; y la correcta argumentación referida a los vicios que se les endilgue a la sentencia (el art. 486/CPP: establece que bajo sanción de inadmisibilidad, la presentación del recurso de casación deberá ser efectuada... mediante escrito fundado. Y que en él se deberán citar las disposiciones legales que considere no observadas o erróneamente aplicadas, los nuevos hechos o elementos de prueba o los otros motivos especiales del art. 502, expresándose en cada caso cuál es la solución que se pretende).----------------------------- 



En este sentido, en el recurso “deberá invocarse de manera clara y expresa alguna de las causales previstas por la ley procesal como motivo legal para recurrir, e individualizarse el agravio, mediante la indicación del artículo de la ley que ha sido mal aplicado en el caso concreto. Es también necesario que se señale cuál es la norma que debió ser aplicada, y con qué alcance y sentido, de manera de precisar la interpretación errónea que se atribuye al tribunal del juicio. Cada causal de censura, por su parte, debe invocarse separadamente con sus fundamentos, esto es, con las razones y argumentaciones que se pueda hacer en mayor o menor medida para demostrar que el error que configura el motivo existe efectivamente” (Manual de Derecho Procesal, Cafferata Nores y otros, Ed. Advocatus, pp. 605).--------------------------------------



Relacionado con lo último dicho, existen también requisitos que hacen a que la impugnación resulte procedente. Estos son los motivos que el art 483 del CPP determina para poder acudir en casación, a los que deben sumarse, por propio mandato legal, los enumerados en el art. 502/CPP, como también aquellos supuestos de arbitrariedad grave y manifiesta de la sentencia.---------



Se advierte entonces, que la argumentación del recurso se encuentra íntimamente relacionada a la exposición de los motivos que autorizan el ingreso en el estudio de la causa en casación. Ello es así, siempre y cuando se haya dado cumplimiento también con la garantía ya señalada del doble conforme, puesto que de lo contrario las facultades de revisión del tribunal de casación serían más amplias y podrían recaer en las cuestiones del caso, vinculados a los hechos y las pruebas, siempre en el marco de las críticas a la sentencia del tribunal de alzada.----



V) Control de admisibilidad: Sentado lo anterior, es también tarea de este tribunal el de verificar el cumplimiento de esos requisitos que hacen formalmente admisible el recurso. En ese análisis se aprecia que todos los recursos han sido interpuestos en plazo (conforme constancias de ff. 615/618; 622; 631 vta., y 641 vta.), por partes legitimadas (art. 489/CPP), y contra una sentencia definitiva, es decir aquella resolución que pone término al proceso, siendo la presente de aquellas que consagra el art. 485 del CPP.------------- 



En cuanto a lo señalado acerca de la fundamentación del recurso como requisito de admisibilidad y aplicado al caso, debe hacerse una diferenciación en los recursos presentados.-------------------------------------



1) Casación presentada por los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas (ff. 629/631), condenados como coautores del homicidio del Sr. Cáceres. En el acápite “motivos en los que se funda el recurso” el recurrente señala en forma genérica que la sentencia que impugna habría violentado un catálogo de derechos y garantías constitucionales (violación al principio de proporcionalidad, del derecho sustantivo aplicado, de congruencia, de debido proceso y de la defensa en juicio), sin explicar puntualmente en dónde y porqué entiende violentadas dichas garantías, como tampoco la cita respectiva de normativa errónea o mal aplicada.----------- 



Es decir, no hay una imputación concreta del error en la sentencia en los términos del art. 483/CPP, sino que más bien  reproducen los agravios que ya han sido planteados en la apelación (ff. 530/534, y que ya han recibido un detallado tratamiento por la Alzada, en su función de tribunal de revisión amplia.------------------- 



A más de ello, dichos agravios son solo manifestaciones genéricas y que conducen necesariamente a una nueva valoración de los hechos y de la prueba de la causa, y por tanto ajenos a este recurso, cuando no se denuncia fundadamente una violación en las normas que rigen todo lo relativo a las pruebas.--------------------- 



En resumen, habiendo sido el fallo de condena objeto de un recurso de reexamen amplio en el que fuera confirmado, las exigencias de fundamentación en la casación de la defensa debían extremarse, lo que aquí no sucede, por lo que las casaciones aquí analizadas resultan inadmisibles por falta de argumentación suficiente.-------



2) Recursos planteados por los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez (a ff. 637/641 y 700/701 respectivamente), condenados en la causa como partícipes primarios, los que si bien se encuentran representados por diferentes defensores, sus agravios resultan ser similares, apuntados básicamente a la errónea interpretación efectuada por el tribunal a quo acerca de la figura del partícipe necesario prevista en el art. 45 del CP.--------------------------------------------------- 



Es decir, en ambos recursos se cuestiona como errónea la aplicación de una norma de fondo, siendo que sus argumentaciones van dirigidas en ese sentido, por lo que en estos supuestos estimo que el ingreso al estudio de sendas impugnaciones resulta admisible.-------------------



VI) Examen de procedencia de los recursos de los Sres. Fabio Sequeira y Jorge Pérez.



Ambas impugnaciones centran -en lo pertinente-, su discurso recursivo en la errónea aplicación del art. 45 del CP, por una errónea y arbitraria valoración de la prueba por parte del tribunal anterior.-------------------

Que si bien el art. 483 del CPP establece como motivo de casación la inobservancia o errónea aplicación de un precepto legal, como lo que en este caso se plantea, a medida que se empiezan a desmenuzar los recursos se advierte que lo que en realidad se pretende es una nueva revisión de los hechos y sus pruebas, cuestiones que, como se dijo más arriba, escapan al ámbito de la casación, cuando ya se ha cumplido la revisión amplia por parte de la Alzada, coincidiendo en el resultado con el TO. El recurso de casación en estos supuestos adquiere un carácter excepcional, en donde “este Superior Tribunal de Justicia sólo puede hacer un control de la aplicación de la ley sustantiva o adjetiva aplicada por los tribunales de mérito, en el caso por el Tribunal de Alzada. En ese sentido, cabe expresar que, basándose los argumentos centrales del recurso en cuestiones fácticas y probatorias la revisión de tales extremos escapa a los límites impuestos por la ley para esta estricta vía recursiva extraordinaria, pues al no evidenciarse manifiestamente arbitrariedad ni apartamiento de la ley en las consideraciones vertidas en el fallo cuestionado, la instancia de casación no puede convertirse en una nueva valoración de cuestiones de hecho y prueba” (Res. S. “B”, N° 08. Expte. Nº 18.689  – Año 2016 – Autos: “Brandán Hugo Walter s.d. Abuso Sexual con Acceso Carnal Agravado por el Vínculo y la Condición de Guardador; Abuso Sexual Gravem. Ultrajante e.p. Y.V.B. (menor) s/ Condena – Casación Criminal, 19/02/18).--------------------------------------



El derecho a recurrir el fallo (art. 8.2.h CADH; art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), se protege asegurando que toda sentencia de condena de un imputado sea necesariamente revisada por un tribunal superior, con un amplio margen de reexamen que garantice la valoración y ponderación de cuestiones de hecho y prueba fácticas y probatorias, lo que se verifica en la causa.---------------------------------------------- 



En este sentido se aprecia que el cuadro de convicción y valoración que ha efectuado el tribunal anterior, por el que ha estimado que de los datos extraídos de medios de prueba regulares que constan en la causa, ha surgido un grado de certeza jurídica objetiva para fundar su decisión de confirmar las condenas, lo que le otorga a la sentencia atacada un suficiente y racional sustento, sin que se verifique absurdo en la valoración de pruebas o la presencia de vicio o defecto alguno que importe la vulneración de las reglas de la sana crítica. Tampoco los recurrentes se encargan de demostrar en sus escritos respectivos tales circunstancias, denotando simplemente su disconformidad con lo allí decidido.-------



En efecto, los agravios que sostienen los recursos de casación son una reiteración de los expuestos en sendos recursos de alzada (ff. 513/515, de Fabio Sequeira y ff. 522/523, de Jorge Pérez), agravios que además han recibido amplio tratamiento por dicho tribunal.



Así, los cuestionamientos referidos a la supuesta falta de acuerdo previo y de aporte esencial que en este recurso se exponen, ya han sido abordados por el tribunal a quo, quien ha entendido en la misma línea que el TO, y conforme a la prueba obrante en el caso, que la conducta de los imputados encuadraba en las previsiones del art. 45 del CP.--------------------------------------- 



Con relación al aporte esencial, el a quo ha tenido por acreditado que Pérez y Sequeira han prestado al autor y coautores un auxilio o cooperación sin los cuales no habría podido cometerse este delito en particular, describiendo específicamente en qué ha consistido el actuar y el aporte en dicho sentido, de cada uno de ellos. Este entendimiento del tribunal anterior acerca del valor del aporte de Pérez y Sequeira no ha sido debidamente rebatido en las casaciones presentadas, en donde se limitan a manifestar que el hecho se hubiera cometido de igual modo, sin explicar ni desarrollar el razonamiento que han seguido para arribar a esa conclusión, y que permita a su turno visualizar el yerro en el que podría haber incurrido el a quo en su manera de decidir. Se reitera, en este aspecto, que lo que se termina pretendiendo es que en esta instancia se vuelvan a revisar los hechos y la prueba sobre los mismos, con argumentos idénticos a los volcados en el recurso de Alzada, y que ya en dicha instancia no han alcanzado para revertir lo resuelto por el TO, resultando insuficientes con mayor razón en esta.-------------------------------------------- 



De esta manera, no basta con denunciar la errónea aplicación de la norma, sino señalar puntualmente en qué ha consistido el error de los sentenciantes al aplicarla de ese modo. Tampoco es suficiente que los cuestionamientos denoten simplemente un desacuerdo o diferencia de pareceres con el tribunal respecto a la manera en la que han interpretado los hechos, sino que es necesario que se indique y demuestre que en dicha actividad valorativa se ha incurrido en violación a las reglas que rigen la apreciación de las pruebas o en arbitrariedad.-------------------------------------------- 



“Aquí es necesario señalar que la alegada arbitrariedad en la valoración de elementos probatorios no dista de sostenerse en una mera discrepancia subjetiva, es decir, opiniones del recurrente sobre las conclusiones arribadas por el a quo, en la estimación, consideración y evaluación de las declaraciones testimoniales…, sin entidad suficiente para lograr una diferente apreciación de la realizada. Ello, por cuanto sólo existe una simple diferencia de criterios por parte de la defensa, sobre la selección y valoración de pruebas efectuada por el Tribunal de Alzada. Además, cabe agregar que la pretendida arbitrariedad reviste carácter excepcional, para los casos en que lo decidido carezca de sustento lógico y jurídico, cuestión sobre la que el impugnante no avanza más allá de realizar cuestionamientos en torno a la credibilidad de las declaraciones prestadas… cuyas versiones ya fueron objeto de ponderación con el conjunto de elementos de prueba seleccionados para arribar a la decisión que se ataca. Así se ha sostenido en jurisprudencia: “La apreciación de la prueba testimonial para determinar el grado de credibilidad de los testigos es, en principio, materia reservada a los jueces que han tomado contacto directo con el material probatorio a través de la sustanciación del juicio o la realización del debate oral, y ajena, salvo absurdo, al recurso de casación penal”. (T.C.P.B.A., sala I LP, P 387 RSD-266-00 S, 24/08/2000; en fallo ya citado de este STJ, “Brandán”).------------------



Con relación a la crítica que se expresa acerca de la falta de acuerdo previo que ambas casaciones denuncian, cabe señalar que la alzada ha repetido el mismo concepto que utilizó el Tribunal Oral, de donde se deriva que tal requisito no es una exigencia sin la cual no pueda hablarse de participación primaria, ya que dijeron que “La participación criminal asume el carácter de complicidad necesaria sí; antes del delito, o durante su ejecución, previo acuerdo (complicidad por cooperación), o sin él (complicidad por auxilio), el partícipe ayudó, asistió o contribuyó (por comisión u omisión), a la realización de aquél.” En esta misma línea ha dicho la doctrina que: en la participación necesaria hay una ayuda o cooperación no ejecutiva, ya que el partícipe concurre a una delincuencia ajena por aportes anteriores o simultáneos a la ejecución, por lo que dicha cooperación suele no ser acordada sino de “motu propio” (Derecho Penal, Parte General, T. II. Raúl Horacio Viñas, Ed. Nova Tesis, pp. 294 –los resaltados me pertenecen-).--------------------------------------------- 



En definitiva, no se advierte que se haya aplicado erróneamente el art. 45 del CP, sino más bien una disconformidad con la manera en la que el tribunal ha interpretado los hechos a partir de la prueba rendida y obrante en la causa, lo que no resulta revisable en casación, al no vislumbrarse arbitrariedad o apartamiento de normas que rigen el proceso o la valoración de la prueba.--------------------------------------------------- 



Por lo expuesto entonces, cabe concluir que la sentencia venida en casación es ajustada a derecho y no incurre de manera alguna en vicios que vulneren las normas de aplicación adjetiva o sustantiva.----------------------



En consecuencia, por lo manifestado, jurisprudencia citada, y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) DECLARAR INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto a ff. 629/631, por la defensa técnica de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas. II) NO HACER LUGAR a los recursos de casación incoados por las defensas de los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez a ff. 637/641 y 700/701, respectivamente.



A estas mismas cuestiones, la Sra. Vocal, Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo:



Y Vistos:



Para resolver los recursos de casación interpuestos por las defensas técnicas de los Sres. Victor Ariel Sequeira, Pascual Sebastián Benegas, Fabio Alberto Sequeira y Jorge Perez en la causa del epígrafe.----------


Y Considerando:


I) Que comparto con el colega que me precede en voto el desarrollo realizado y los fundamentos dados en los puntos I a V, así como con el desarrollo efectuado en el punto VI, adelantando que coincido con el decisorio al que se arriba. Sin perjuicio de ello considero oportuno y prudente efectuar breves consideraciones respecto al punto V – 1, puntualmente sobre la invocación efectuada por los recurrentes Victor Ariel Sequeira y Pascual Sebastian Banegas respecto de la presunta existencia de arbitrariedad como vicio de la sentencia de alzada.-------

A tal fin, se observa en el escrito recursivo casatorio que la defensa oficial de ambos condenados refiere que la sentencia es arbitraria por no resultar “una derivacion razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa” (sic), sin dar mayores precisiones al respecto.-----------

II) En efecto, corresponde verificar si el casacionista ha dado cumplimiento al requisito formal de fundamentación técnica autónoma circunscripta a cuestiones de derecho, que permita identificar la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de las normas adjetivas prescriptas bajo pena de nulidad, o si se verifica el vicio de arbitrariedad, siendo éstos los únicos motivos que habilitan la instancia extraordinaria. Ello por cuanto la actual instancia casatoria tiene un campo limitado en cuanto a la posibilidad de revisión de pronunciamientos de mérito, ya que la valoración probatoria y la apreciación de los hechos escapan al control de la vía recursiva extrordinaria provincial por ser cuestiones privativas de los jueces de la causa, salvo que se invoque y demuestre absurdo, arbitrariedad, violación a las reglas de la sana crítica o desconocimiento directo de derechos y garantías constitucionales.-----------------------------------------

En otros términos, tal como lo viene sosteniendo éste alto cuerpo, el ámbito de la casación abarca las impugnaciones de orden jurídico sustancial o procesal, en las que se denuncien, expongan y acrediten de modo acabado, que la resolución recurrida ha incurrido en evidente arbitrariedad, esto es, en quebrantamiento palmario de las leyes de la lógica, apartamiento de las constancias de autos y/o grosera desinterpretación material de alguna prueba con la consecuente denuncia de infracción a las normas que la rigen. (Expte. Nº 18.077. Año 2013. Bressan Anzorena Ivan Andres, Tello Ferreyra Marcelo Santiago s.d. Homicidio Simple e.p. Cordoba Michel Agudelo s/ Casación Criminal).----------------------------

De este modo, constituye un requisito ineludible de admisibilidad del recurso casatorio que el mismo se autoabastesca, contando con una debida fundamentación, debiendo indicar con precisión y claridad cuáles son los defectos o errores que le atribuye a la sentencia impugnada y el o los motivos por los que, a su parecer, resulta arbitraria, ello por cuanto la ley de forma exige para su admisibilidad y tratamiento la existencia de una fundamentación técnica autónoma (Arts. 486, 2º y 3º parr., C.P.P.). La ausencia de ella impide la comprensión misma del agravio.----------------------------------------------

Dicho lo anterior, de la lectura del libelo recursivo no se evidencia la posible existencia de forma palmaria de absurdo, arbitrariedad, violación a las reglas de la sana crítica o desconocimiento directo de derechos y garantías constitucionales que pongan en crisis la sentencia cuestionada. La defensa, pese a presentarlo como un caso de arbitrariedad, no invoca los motivos para calificar a la sentencia de tal ni logra demostrar que la operación intelectual efectuada por el Tribunal A quo vulnere las reglas de la sana crítica racional, razón por la que considero que las apreciaciones efectuadas no logran superar el nivel de disconformidad con lo decidido.-------------------------------------------------

Asimismo, el impugnante, en su escrito enuncia una serie de garantías constitucionales y convencionales que aduce fueron violentadas por el decisorio atacado, pero lejos de explicar de manera lógica y razonada la manera en que en el caso concreto se efectiviza tal vulneración, se limita a efectuar manifestaciones abstractas, cuya vinculación con la plataforma fáctica del caso sometido a estudio, o con los fundamentos desarrollados por el a quo, no se alcanzan a vislumbrar.--

Dicho esto, entiendo que los recurrentes señalados incumplieron con el ineludible recaudo de que todo recurso debe bastarse a sí mismo desde el momento de su interposición, y dado que las omisiones de las partes no pueden ser suplidas por el tribunal, entiendo que el recurso extraordinario de casación deviene formalmente inadmisible.----------------------------------------------

III) Por todo lo expuesto, entiendo, al igual que el vocal que me precede, que corresponde declarar inadmisible el recurso de casación intentado por la defensa oficial de los Sres. Victor Ariel Sequeira y Pascual Sebastian Banegas, por carecer de los extremos previstos por el art. 486 del C.P.P., en función del art. 483. inc. 1.----------------------------------------------

IV) Asimismo, comparto el examen efectuado por el vocal precedente en voto respecto de los recursos de casación intentados por los Sres. Fabio Sequeira y Jorge Perez a los que remito en pleno.--------------------------

V) Por los fundamentos que anteceden, doctrina y jurisprudencia citada, y oído que fuera el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) DECLARAR INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto a fs. 629/631, por la defensa técnica de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas. II) NO HACER LUGAR a los recursos de casación incoados por las defensas de los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez a fs. 637/641 y 700/701, respectivamente.---------------------------------



A las mismas cuestiones, el Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Vistos:



Para resolver los recursos de casación interpuestos por las defensas técnicas de los Sres. Víctor Ariel Sequeira, Pascual Sebastián Banegas, Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez en la causa del epígrafe.----------



Y Considerando:



I) Sentencia recurrida: Las impugnaciones se encuentran dirigidas en contra de la resolución dictada por el Tribunal de Alzada en lo Penal, del 11 de octubre de 2018 (fs. 598/604), la que dispuso no hacer lugar tanto el planteo nulitivo planteado por el Dr. Saín, como tampoco a los recursos de alzada planteados por los defensores, confirmando en todas sus partes la sentencia que había condenado a los acusados a la pena de prisión perpetua, por encontrarlos responsables penalmente como coautores y partícipes primarios del delito de homicidio agravado por el concurso premeditado de dos o más personas (arts. 80, inc. 6 y 45 del Código Penal, -CP en adelante-), en perjuicio de Franco Gabriel Cáceres. ------



II) En cuanto a los recursos presentados en esta sede casatoria, el primero de ellos luce interpuesto a fs. 629/631, articulado por la Defensora Oficial Andrea Blinder, en ejercicio de la defensa técnica de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas, a los efectos de que esta Sala revoque el decisorio, absolviendo a sus defendidos. ----------------------------------------



Expone acerca del cumplimiento de los requisitos de admisibilidad del remedio que intenta, explayándose con cita de jurisprudencia en tal sentido, acerca del derecho a recurrir fallos adversos, y el abandono a la limitación de la casación a cuestiones meramente jurídicas. ---------



Funda su impugnación en el agravio que le produce el rechazo del recurso de alzada, ya que oportunamente su parte había rechazado la sentencia por no configurarse los extremos sostenidos en la acusación por entender que no existió acuerdo previo para matar, estimando por ello que la resolución es violatoria del principio de proporcionalidad, del derecho sustantivo, del principio de congruencia, del debido proceso y de la defensa en juicio. ---------------------------------------



Sostiene que en el presente caso no se ha acreditado con la certeza que así se requiere, la existencia del acuerdo previo, de que tuvieran el co-dominio del hecho y por ende resultar coautores del delito. Que la circunstancia de arribar varias personas al lugar donde se cometió el ilícito, no implica un acuerdo previo de matar a Cáceres, lo que condice, según manifiesta, con varios testimonios. ----------------------



Agrega por otro lado la existencia de testigos que no vieron atacar a la víctima por parte de sus defendidos, por lo que estima arbitraria a la sentencia que impugna, atento a que en el caso no se habrían comprobado los extremos aludidos y que determinaron la condena. -------------------------------------------------



Hace reserva del caso federal, por entender vulnerados derechos de raigambre constitucional, debido proceso, defensa en juicio, seguridad jurídica, entre otros antes reseñados. Termina la presentación solicitando que se haga lugar a la casación articulada, absolviendo a sus defendidos. ------------------------------------------



III) El segundo recurso casatorio obra a fs. 637/641, a cargo del Dr. Cejas Escalada, defensor del Sr. Fabio Alberto Sequeira (quien también lo interpusiera in pauperis a fs. 649), articulado a los fines de que se revoque el decisorio, se absuelva a su defendido o bien, en forma subsidiaria, peticiona que sea condenado bajo la figura del partícipe secundario. -------------------------



Dando por cumplidos los requisitos de admisibilidad, se agravia en primer término de que, a su modo de ver, la sentencia que ataca ha sido ilegalmente motivada, conforme las reglas de la sana crítica. Impugna el fallo en los términos del art. 483, inc. 1 del Código Procesal Penal (CPP en adelante) por estimar que el tribunal ha valorado erróneamente la prueba y ha aplicado erróneamente la ley sustantiva. --------------------------



A su juicio, la sentencia carece de motivación y fundamentación suficientes, al haber valorado arbitrariamente las pruebas, incurriendo en una defectuosa deducción de la comprobación de los extremos fácticos conducentes a resolver en forma favorable a su parte. Que esta errónea valoración de los elementos probatorios ha derivado en una errónea aplicación de la ley penal sustantiva. ----------------------------------------------



Luego de explicar la plataforma fáctica de la acusación, expone que su parte -al momento de alegar-, había manifestado que su defendido no había intervenido en la ejecución del hecho y que desconocía la tenencia del arma. Que si bien reconoció prestar alguna colaboración en los actos preparatorios, estos no resultan punibles. Que el Sr. Sequeira estuvo sentado en su moto, a un costado expectante, mencionando testimonios que así lo indicarían. 



Que tampoco hay prueba fehaciente del acuerdo previo, o demostración de que su defendido lo haya conocido o que supiera de la intención homicida del autor material. Admite haber trasladado a “Uya” (alias del Sr. Javier Aníbal Pérez, condenado como autor), pero que su conducta no fue esencial, toda vez que “Uya” hubiese vuelto igual al lugar del crimen, y que Sequeira se fue solo de allí. --------------------------------------------



Referido a la arbitraria y errónea valoración de la prueba y la calificación jurídica que hace el tribunal, manifiesta que le agravia que la resolución haya tenido por acreditada la participación de su defendido, basado en prueba que su parte estima insuficiente para demostrar categóricamente la existencia de la conducta típica que exige el tipo penal por el que fue condenado. ------------



Transcribe partes del fallo de la Alzada y del Tribunal de Juicio Oral (TO en adelante), y refiere a su respecto que la argumentación que da el primero de ellos resulta ser una reproducción de lo dicho por TO, pero más acotada y sin fundamento. --------------------------------



En este sentido cuestiona la descripción que realiza el tribunal a quo de la conducta desplegada por su defendido, y la tipificación escogida, cuando su parte ya había cuestionado oportunamente que no surgía de la prueba colectada en la causa que Sequeira haya prestado un aporte esencial en los términos del art. 45 del CP, es decir: “sin los cuales el hecho no habría podido cometerse”, entendiendo el recurrente que esa debió ser la interpretación que debió dársele. ------------------------



De tal forma afirma que el aporte de esta persona en particular no ha sido esencial, ya que el autor del delito podría haber acudido a este segundo encuentro con la víctima, valiéndose de sus propios medios. Que, si se suprimiera hipotéticamente la conducta desplegada por Sequeira, el autor habría acudido de todos modos al enfrentamiento con Cáceres. ------------------------------



También impugna que la sentencia haya sostenido que la conducta de acompañar, observar y no evitar el delito, sitúe a su defendido en el tipo exigido por el art. 45 del CP. Entiende que, tal como lo requiere el CP, la participación es una forma de actuar, no basta meramente con permanecer y no evitar la comisión del delito, ya que no se trata de los llamados delitos de infracción al deber. En este sentido manifiesta que Fabio Sequeira, por su condición, no estaba obligado a evitar el delito y que el derecho no exige acciones heroicas.-------



Le agravia además que la sentencia haya concluido que su defendido haya huido a toda velocidad, asegurando la impunidad del delito, cuando ello no surge de ninguna prueba. ---------------------------------------



Entiende arbitraria la interpretación que efectúa el a quo respecto a que en la figura del partícipe no se requiera de un acuerdo previo y que este pueda surgir en el momento del hecho, como también con relación a la subsunción de la conducta de Sequeira en la figura en cuestión. ------------------------------------------------



Se refiere asimismo al dolo del partícipe, el que entiende debe estar dirigido a un tipo penal determinado, y aquél tiene que haber prestado un acuerdo previo de brindar algún tipo de auxilio o cooperación para cometer el delito de homicidio, no cabiendo la posibilidad de un dolo eventual, estimando que tampoco hay pruebas de ello en la causa. ----------------------------------------



Plantea caso federal por estimar conculcados los derechos de defensa en juicio, y las garantías de legalidad y debido proceso. Termina la presentación peticionando que se haga lugar al recurso, revocando la sentencia, absolviendo al imputado o, subsidiariamente, la aplicación de una condena como partícipe secundario para su defendido. --------------------------------------------



IV) Por último, el recurso casatorio del Sr. Jorge Pérez, presentado in pauperis a fs. 621/623 y bajo la asistencia técnica de la Defensora Oficial (Dra. Blinder) a fs. 696/701. Peticiona la revocación de la sentencia atacada, y la absolución del imputado.----------



En sus agravios expresa la defensa que el rechazo del recurso de alzada le produce un gravamen que no es susceptible de ser reparado sino solo a través de este remedio. Además, que el a quo no ha valorado correctamente las pruebas. En este último sentido expone que resulta claro que el Sr. Pérez nunca entregó el cuchillo a su hijo, nunca participó de un plan previo destinado a dar muerte al Sr. Cáceres y nunca actuó con intención de obtener dicho resultado. Destaca sobre ello que el fallo se habría fundado en un solo testimonio (del Sr. Palavecino), quien habría manifestado que fuera su defendido quien le entregó el arma al autor y que le dijo “matalo, matalo”. Impugna el testimonio porque el testigo se encontraba en un lugar alejado, y porque se contradice con lo manifestado por quienes estuvieron en el lugar del hecho. ---------------------------------------------------



Sostiene probado que el Sr. Pérez llegó y permaneció sentado en su motovehículo a varios metros del lugar, nunca se bajó, y que no obstante se le ha endilgado la figura de partícipe primario. Se pregunta entonces cuál habría sido la contribución esencial o necesaria para considerarlo como tal. Entiende en esta línea, que aún sin la presencia de su defendido, el hecho se habría cometido igualmente. ----------------------------------------------



Referido al acuerdo previo, critica que el tribunal anterior lo haya tenido por acreditado por el solo hecho de que Pérez llegue hasta el lugar, siendo que al contrario, su parte estima que el encuentro ha sido ocasional, casual. ---------------------------------------



Por todo ello entiende que la sentencia que recurre carece de motivación suficiente, porque no fundó el juicio de credibilidad del testigo Palavecino, tampoco explicó las razones por las que les restó importancia a las contradicciones entre los testigos que participaron en el debate. Que la sentencia resulta arbitraria en consecuencia por haberse dictado en contradicción con el derecho vigente aplicable, por basarse en afirmaciones dogmáticas, carente de sustento objetivo respecto de la teoría general del derecho y la participación criminal, derivada del apartamiento de las constancias probadas en la causa, con omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes. ------------------



Plantea caso federal también, por entender vulnerados derechos de raigambre constitucional, y termina la presentación solicitando que se haga lugar a lo peticionado.----------------------------------------------



A fs. 651, el tribunal a quo, declara admisibles los recursos. --------------------------------------------



V) El dictamen del Fiscal General del Ministerio Público, luce a fs. 707/711. Luego de efectuar un resumen de los antecedentes del caso, ingresa en el examen de las casaciones articuladas, aclarando que serán tratadas en conjunto atento a la similitud de los agravios expresados. 



En este sentido, da por cumplidos los requisitos formales de admisibilidad, destaca que en la causa se ha dado cumplimiento con la garantía del doble conforme, al haber obtenido ya una revisión amplia de la condena. -----



Seguidamente concluye que esta instancia recursiva se encuentra limitada a los motivos que prevé la normativa procesal en el art. 483, en particular lo referido a la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina jurisprudencial correspondiente a la decisión impugnada, y que resulta necesario (por exigencia del art. 486/CPP) para la admisibilidad formal, la debida fundamentación del recurso. Que se deberán explicitar los argumentos por los que considera que el a quo ha incurrido en un yerro en la aplicación de la norma, y cuál es la postulación que estima correcta. -----------------------------------------



Entiende que en la causa tal exigencia no se encontraría cumplida, por cuanto los agravios que aquí se exponen son idénticos a los ya expuestos en el recurso de Alzada, siendo ineficaces para modificar el criterio de la sentencia, al no aportar nuevos elementos de convicción.-



Que los cuestionamientos de los recurrentes aquí reeditados, ya han tenido tratamiento tanto por el TO como en la instancia de revisión amplia de la sentencia, en donde se brindaron razones suficientes y contundentes para descartar cualquier pretensión sobre posibles vulneraciones al derecho de defensa de los imputados. ----



Se expide en particular sobre los agravios referidos a la inexistencia del acuerdo previo de voluntades y que la participación no haya sido esencial, lo que derivara en la aplicación errónea del art. 45/CP, según sostienen los impugnantes. Con cita de doctrina en este sentido y de los extractos del fallo recurrido, entiende que el tribunal a quo ha tenido por acreditada suficientemente la coautoría de Pascual Banegas y Víctor Sequeira, como asimismo la calidad de partícipes primarios de Jorge Pérez y Fabio Sequeira. -------------------------



En ese sentido manifiesta que en la resolución atacada “se observa entonces un discurso de justificación harto suficiente en concepto y verificaciones. Asimismo, la relación de este episodio criminal y los imputados, en términos de hecho, ha quedado igualmente justificada.” Destaca de esta forma que ambas sentencias, en particular la del juicio oral, han considerado el universo total acreditante, respondiendo a los intentos de descargo, con total apego a la lógica. ---------------------------------



Agrega en esta línea que no puede soslayarse que “partícipe necesario” es aquel sin el cual no se hubiera producido el hecho de la manera en la que ocurrió. Aplicándolo al caso explica que, al haber llevado al autor y coautores, en sus respectivos motovehículos hasta el lugar del hecho, los partícipes han contribuido en que el suceso ocurriera de esa manera. Cita jurisprudencia.------ 



Concluye que ambos tribunales precedentes han atendido a la actuación de todos los implicados y al grado de poder que brindó cada uno de ellos a la acción homicida del autor, razón por la cual estima que la figura de participación necesaria como la forma que asumieran la conducta de los condenados en el caso, resulta más que razonable. -----------------------------------------------



Sostiene por último que de los términos de los escritos recursivos solo se evidencia una mera disconformidad con el análisis de la prueba que realizara la Alzada, pero que tal diferencia subjetiva no implica que la sentencia sea arbitraria o se encuentre viciada, por lo que no corresponde su revocación.------------------ 



VI) Antes de ingresar en el examen de los recursos articulados, es pertinente señalar algunas consideraciones a efectos de dar un marco explicativo de la casación. En este sentido, debe entenderse que este tipo de recurso, de la manera en la que se encuentra legislado en nuestro CPP, es –en principio-, un recurso de carácter extraordinario, que se encuentra limitado (en cuanto a qué es lo que controla o revisa), a cuestiones básicamente jurídicas o de derecho. Por esa razón quedan afuera de su consideración todo lo referido a cuestiones de hecho y su prueba. ------------------------------------



No está de más recordar que previo a la sanción del CPP vigente, no existía regulado un recurso de revisión amplia como es el de Alzada actualmente con un tribunal específico con competencia para revisar de modo íntegro (quaestio facti y quaestio iuris) lo decidido como sentencia de mérito por el Tribunal de Juicio Oral Penal, con el que se da cumplimiento a la garantía denominada del doble conforme o de la doble instancia, y si confirma lo decidido por este último, cumple con el principio del doble conforme, en línea con el fallo Casal (Fallos: 328:3399) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) y Herrera Ulloa Vs Costa Rica de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH). En este sentido, una vez agotada esa revisión amplia, y confirmada la resolución (es decir, que dos tribunales hayan coincidido en la manera de resolver el caso), para obtener la revisión del fallo en casación, será preciso cumplir las exigencias que este particular recurso requiere.------



De esta manera encontramos que se requiere el cumplimiento de una serie de requisitos formales para ser admitido (requisitos de admisibilidad, art. 486 del CPP), que son: el plazo, los sujetos habilitados para recurrir –lo que se denomina impugnabilidad subjetiva-, una sentencia susceptible de ser recurrida en casación –impugnabilidad objetiva-; y la correcta argumentación referida a los vicios que se les endilgue a la sentencia (el art. 486/CPP: establece que bajo sanción de inadmisibilidad, la presentación del recurso de casación deberá ser efectuada... mediante escrito fundado. Y que en él se deberán citar las disposiciones legales que considere no observadas o erróneamente aplicadas, los nuevos hechos o elementos de prueba o los otros motivos especiales del art. 502, expresándose en cada caso cuál es la solución que se pretende). ----------------------------



En este sentido, en el recurso “deberá invocarse de manera clara y expresa alguna de las causales previstas por la ley procesal como motivo legal para recurrir, e individualizarse el agravio, mediante la indicación del artículo de la ley que ha sido mal aplicado en el caso concreto. Es también necesario que se señale cuál es la norma que debió ser aplicada, y con qué alcance y sentido, de manera de precisar la interpretación errónea que se atribuye al tribunal del juicio. Cada causal de censura, por su parte, debe invocarse separadamente con sus fundamentos, esto es, con las razones y argumentaciones que se pueda hacer en mayor o menor medida para demostrar que el error que configura el motivo existe efectivamente” (Manual de Derecho Procesal, Cafferata Nores y otros, Ed. Advocatus, pp. 605).--------------------------------------



Relacionado con lo último dicho, existen también requisitos que hacen a que la impugnación resulte procedente. Estos son los motivos que el art 483 del CPP determina para poder acudir en casación, a los que deben sumarse, por propio mandato legal, los enumerados en el art. 502/CPP, como también aquellos supuestos de arbitrariedad grave y manifiesta de la sentencia, de modo excepcional, ello aunque se halla verificado la doble instancia y el doble conforme, por lo que la argumentación de la existencia de dicho vicio, debe cumplir con la riqueza técnica antes mencionada para purgar el filtro de admisibilidad, más allá que el tribunal, una vez admitida, pueda decidir que no se acreditó la existencia de dicho motivo invalidante de la sentencia recurrida.-------------



Se advierte entonces, que la argumentación del recurso se encuentra íntimamente relacionada a la exposición de los motivos que autorizan el ingreso en el estudio de la causa en casación, pero ello no debe ser al extremo irrazonable de una rígida exigencia que puede afectar el derecho a una tutela judicial efectiva, máxime en materia penal, donde pueden estar involucrados bienes jurídicamente protegido de la víctima del delito, que además puede pertenecer a colectivos vulnerables, o de las garantías del imputado con condena no firme, especialmente a penas de cumplimiento de prisión efectiva, ya que en este último caso también pese a su calidad, se consideran grupos vulnerables por estar a disipación su libertad del poder persecutivo y punitivo del Estado, debiéndose garantizar una condena legítima sin vicios ni errores, tal como surge de instrumentos como las “Cien Reglas de Brasilia para grupos vulnerables” de la Cumbre iberoamericana de Justicia. Ello es así, siempre y cuando se haya dado cumplimiento también con la garantía ya señalada del doble conforme, puesto que de lo contrario las facultades de revisión del tribunal de casación serían más amplias y podrían recaer en las cuestiones del caso, vinculados a los hechos y las pruebas, siempre en el marco de las críticas a la sentencia del tribunal de alzada.----



VII) Entrando al control de admisibilidad, de conformidad a lo sentado en el considerando precedente, es también tarea de este tribunal el de verificar el cumplimiento de los aludidos requisitos que hacen formalmente admisible el recurso. En ese análisis se aprecia que todos los recursos han sido interpuestos en plazo (conforme constancias de fs. 615/618; 622; 631 vta., y 641 vta.), por partes legitimadas (art. 489/CPP), y contra una sentencia definitiva, es decir aquella resolución que pone término al proceso, siendo la presente de aquellas que consagra el art. 485 del CPP. ------------



En cuanto a lo señalado acerca de la fundamentación del recurso como requisito de admisibilidad y aplicado al caso, debe hacerse una diferenciación en los recursos presentados. ------------------------------------



a) Casación presentada por los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas (fs. 629/631), condenados como coautores del homicidio del Sr. Cáceres. En el acápite “motivos en los que se funda el recurso” los recurrentes señalan en forma genérica que la sentencia que impugnan habría violentado un catálogo de derechos y garantías constitucionales (violación al principio de proporcionalidad, del derecho sustantivo aplicado, de congruencia, de debido proceso y de la defensa en juicio), sin explicar puntualmente en dónde y porqué entiende violentadas dichas garantías, como tampoco la cita respectiva de normativa errónea o mal aplicada. ----------



Es decir, no hay una imputación concreta del error en la sentencia en los términos del art. 483/CPP, sino que más bien reproducen los agravios que ya han sido planteados en la apelación (fs. 530/534, y que ya han recibido un detallado tratamiento por la Alzada, en su función de tribunal de revisión amplia. ------------------



A más de ello, dichos agravios son solo manifestaciones genéricas y que conducen necesariamente a una nueva valoración de los hechos y de la prueba de la causa, y por tanto ajenos a este recurso, cuando no se denuncia fundadamente una violación en las normas que rigen todo lo relativo a las pruebas. --------------------



En resumen, habiendo sido el fallo de condena objeto de un recurso de reexamen amplio en el que fuera confirmado, las exigencias de fundamentación en la casación de la defensa debían extremarse, lo que aquí no sucede, por lo que las casaciones aquí analizadas resultan inadmisibles por falta de argumentación suficiente. Al respecto advierto que más que una fundamentación del recurso en cuestión, es un “cliché”, ya usado en otras presentaciones en casación por la defensa pública, que solo trasunta una defensa técnica aparente no efectiva, conforme esta vocalía lo estableciera en autos: EXPTE. Nº 19466/2019 “GONZALEZ GERARDO ALEXIS Y RODRIGUEZ HECTOR CELESTINO S/D ROBO CALIFICADO (ART. 165 C.P.). Allí se advirtió el grado de pobreza técnica y argumentativa del recurso planteado debería fulminarse con la inadmisibilidad, por incumplimiento del artículo previo referido a la imputabilidad objetiva, al no reunir mínimamente, ni la técnica recursiva propia de la exigencia de fundamentación establecida en la norma procesal, ya que solo hace referencia vagas al doble conforme, la que ya se encuentran reunidas en las distintas instancias cumplidas del proceso. Pero además, la mentada desproporción de la pena y falta de acreditación a que de un modo más que generalizado refiere al contenido de la decisión interpelada para acusarla de arbitraria, cae en la inexplicable contradicción que se incurre al solicitar a este tribunal de casación que absuelva a sus representados bajo el argumento que no se ha acreditado en la causa que existan elementos probatorios que destruyan las pautas de principio de inocencia que protegen a sus defendidos como garantía constitucional, esto sin esgrimir una mínima razón justificatoria que permita a este tribunal poner en duda lo resuelto, al no ser posible extraer del contenido del texto recursivo una sola crítica razonada a los argumentos dados por el tribunal, cuya sentencia impugna.------------



Aparte de  todo lo antes expresado, no se puede soslayar que estamos transitando un Estado de Derecho Constitucional en donde los postulados del debido proceso y las garantías Judiciales, (contempladas tanto por la Constitución Provincial, Nacional y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, como el Pacto de San José de Costa Rica y el Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos), impele que no deba recaer en el imputado las graves falencias de la defensa letrada respecto a la eficiencia de la técnica recursiva empleada, cuando su deficiencia es manifiestamente notable, siendo que es deber del Estado garantizar el derecho a la defensa en juicio de todos los ciudadanos bajo su jurisdicción, además que dicha obligación se hace más exigible, en cuanto a la eficiencia y efectividad, cuando es el mismo Estado el que asiste técnicamente al imputado, a través de los órganos pertinentes instituidos por su Constitución Política (Defensoría Oficial del Ministerio Público), teniendo en cuenta que es éste el que ejerce el poder punitivo persecutorio. En razón de ello, la pobreza extrema que se revela en el contenido de la fundamentación del recurso de casación presentado, exige que la respuesta jurisdiccional no defina la suerte del proceso mediante salidas formales que puedan llevar a inobservarlas no solo las propias garantías constitucionales domésticas establecidas, sino además la inobservancia de la defensa técnica efectiva exigida por el art. 8, inc. 2 letra “e” de la CADH, que expresa que toda persona inculpada de delito tiene un derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo, ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley, y que ella no debe ser formal sino  también material y/o sustancial, vinculada la eficacia de la misma conforme los estándares establecidos por la CorteIDH.  ----------------------------------------



Así lo resaltó la CSJN al sostener que: “en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. La tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, en lo que se señaló que el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de ese modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio” (Fallos: 5:459; 192:152; 237:158; 255:91 y 311:2502, entre otros). 



Por los motivos expuestos, corresponderá anular lo actuado en esta instancia respecto de Víctor Sequeira y Pascual Banegas, debiéndose ordenar que la defensa técnica oficial, realice una nueva presentación del recurso observándose su fundamentación en forma, conforme las exigencias del art. 486 del CPP de la Pcia., corriéndose posteriormente nueva vista al MPF., todo con conocimiento del Defensor General del Ministerio Público de la Pcia.---



b) En cuanto a los recursos planteados por los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez (a fs. 637/641 y 700/701 respectivamente), condenados en la causa como partícipes primarios, cuyos agravios apuntan a la errónea interpretación que habría efectuado el tribunal a quo acerca de la figura del partícipe necesario prevista en el art. 45 del CP. ------------------------------------------



Este tribunal ya ha dicho que “respecto de la exigencia prevista en el art. 483 del CPP, su texto define la naturaleza extraordinaria del recurso de casación, limitando la impugnación formulada por ésta vía a verificar la inobservancia o errónea aplicación de un precepto legal o de la doctrina jurisprudencial correspondiente a la decisión atacada, recordando que violar o inobservar la ley, es atribuir a la norma de que se trate un contenido diverso del que verdaderamente tiene, y -en su caso- aplicarla falsa o erróneamente, es atribuirle los efectos estatuidos por la norma, a un hecho diverso de sus hipótesis. Dicho de otro modo, y citando a Bacigalupo, los motivos de casación pueden dividirse en infracción directa a la ley penal -cuando el tribunal ha subsumido incorrectamente bajo una determinada ley penal un hecho correctamente determinado- o infracción indirecta a la ley penal -cuando la subsunción es en sí misma correcta, pero los hechos han sido incorrectamente establecidos-.” (cfr. Enrique Bacigalupo, "La impugnación de los hechos probados en la casación penal y otros estudios", Ed. Ad Hoc, Bs. As., 1994, pág. 75; en Expte. Nº 18.741 – Año 2017).------------------------------------



En ese contexto normativo y doctrinario, el recurso cumple con el requisito de motivación, toda vez que se cuestiona como de errónea aplicación el art. 45 del CP, al haber encuadrado en el tipo legal conductas que prima facie no cumplirían con la descripción que efectúa la norma. Así, el recurso a estudio debe ser objeto de estudio, toda vez que en los planteos de los casacionistas se encuentran comprometidos tópicos de orden jurídico, vinculados directamente con la interpretación -alcance- y aplicación del tipo penal a hechos cuya determinación también son cuestionados. En consecuencia, habiendo el recurso satisfecho los extremos formales exigidos para su admisibilidad, y encontrándose debidamente sustanciado, corresponde su tratamiento. ------------------------------



VIII) Ambas impugnaciones centran -en lo pertinente-, su discurso recursivo en la errónea aplicación del art. 45 del CP. En este sentido entienden que los extremos que la figura del partícipe necesario requiere y que prevé dicho artículo, no se han acreditado en la causa, ya que no avizoran con la certeza que se requiere la existencia del acuerdo previo, la contribución esencial de sus defendidos y el dolo del partícipe. Cuestionan por ello la valoración que el tribunal a quo ha efectuado de la prueba recolectada para arribar a esa conclusión y condenarlos bajo esa tipología de participación. Debe aclararse que la plataforma fáctica sostenida en la acusación por la fiscalía no ha sido en sí cuestionada, sino la interpretación que a partir de ella ha hecho el tribunal inferior, de acuerdo a las pruebas que obran en el expediente. En efecto, en el recurso del Sr. Sequeira -con la defensa técnica del Dr. Cejas Escalada (fs. 633/634)-, se transcribe la plataforma fáctica establecida en la acusación en forma literal para, a partir de ahí esbozar los agravios. --------------------



Aclarado ello, resulta de interés reseñar parte de los argumentos que han dado tanto el Tribunal de Alzada (TA), cuya resolución aquí se revisa, como así también los expuestos por el Tribunal Oral (TO).----------------------



IX) En los argumentos de las condenas de los encartados señalados se observan que el TO (fs. 496), basó su condena sobre la base de las siguientes estimaciones: “…Por último en relación a la conducta asumida por Fabio Sequeira (Pupo) y Jorge Pérez (Nichi) debe ser conceptuada como partícipes primarios.” Cita el art. 45/CP, y expone lo siguiente “…Así, son partícipes, aquellos que tomando parte en el delito no tiene dominio del hecho sino que colaboran en un hecho ajeno. La participación es necesariamente accesoria, es decir dependiente de la existencia de un hecho principal. Esa comunidad de acción aparece como una circunstancia objetiva, es un aporte que ingresa efectivamente en la mecánica causal del delito. El sistema del código penal argentino, solo convierte en punible una participación cuando el hecho principal “objetivamente” ha llegado al menos al principio de ejecución, a la manera de una verdadera condición objetiva de punibilidad. La participación criminal asume el carácter de complicidad necesaria sí; antes del delito, o durante su ejecución, previo acuerdo (complicidad por cooperación), o sin él (complicidad por auxilio), el partícipe ayudó, asistió o contribuyó (por comisión u omisión), a la realización de aquél. La jurisprudencia ha dicho “que la diferencia en los distintos grados de complicidad debe decidirse según las posibilidades que el autor tenía en el momento concreto para lograr la ejecución del delito prescindiendo de la colaboración ajena (CN Crim. y Correcc, Sala 1, 1993/12/14…). En este sentido, el aporte de Jorge Pérez y Fabio Sequeira a la producción del hecho delictivo fue necesario, pues su colaboración fue de utilidad para el autor y coautores, conduciéndolos hacia el lugar donde se encontraba la víctima, lo que los sitúa en la posición de participes primarios, por cuanto tuvieron conocimiento directo de la conducta desplegada por los homicidas. Tanto Sequeira como Pérez hubiesen podido dejar el lugar, mayor cuestionamiento le cabe a Jorge Pérez que contemplaba el accionar de su hijo sin evitar lo que sucedía. Por el contrario ambos acusados acompañaron, condujeron el moto vehículo, observaron lo que sucedía, no evitaron el acometimiento violento y armado de los otros acusados hacia Cáceres y les aseguraron impunidad huyendo del lugar a gran velocidad. Lo cual los sitúa plenamente en los alcances del art. 45. Existe un error conceptual en considerar que el partícipe primario o necesario es aquel sin cuyo aporte el hecho se cometió en la manera en que ocurrió. Los acuerdos del partícipe con las intenciones del autor pueden surgir en el mismo momento del hecho, siendo ello suficiente a los efectos de la participación que no requiere acuerdo previo, de manera que el partícipe ayuda, asiste, contribuye a la realización del delito. No es posible considerar que quisieran colaborar en un hecho menos grave como invocan las defensas con la aplicación del art. 47 del CP, ya el acometimiento inicial hacia la víctima con arma blanca y golpes de puño, patadas, entre varias personas no hace más que inferir el resultado letal. Y aun cuando se les hubiere representado la posibilidad de que se ejecute un delito más grave (dolo eventual) (CNCasación Penal, Sala IV…) hubieran sido partícipes necesarios con más razón cuando participaron en forma directa en el accionar que desplegaron los otros acusados, asumiendo el riesgo, por ello debe responder como partícipe necesario. Por lo expuesto corresponde calificar el hecho cometido por Javier Aníbal Pérez por el delito de Homicidio agravado por el Concurso Premeditado de dos o más personas en calidad de autor material (art. 80, inc. 6 y 45 del CP), a Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas por el delito de Homicidio agravado… en calidad de coautores…, a Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez por el delito de Homicidio agravado… en calidad de partícipes primarios”. Hasta aquí lo argumentado en cita textual por el TO.----------------------------------------



Por su parte, el TA ha esbozado las siguientes argumentaciones para confirmar la sentencia. En su acápite N° 8 (ff. 603) establece: “…que, en cuanto a la situación de Fabio Sequeira (Pupo) y Jorge Pérez (Nichi), sobre los que pesa la calidad de partícipes primarios, no quedan dudas que su contribución personal denotaba un propósito hacia el objetivo o hecho común, que tuvo su fuente en el acuerdo previo cuando Uya Pérez y Pupo Sequeira regresaron a la casa del primero en búsqueda de apoyo para enfrentar a la víctima. La cooperación necesaria es entendida como aquella que fundamentalmente significa la prestación de ayuda para que el hecho se consume, queriendo que el hecho se realice, es cómplice primario de un delito quien efectúa un aporte que entra en la mecánica causal del ilícito y sin cuya intervención este no se hubiera perpetrado de la manera o del modo como se perpetró. El fundamento de la agravante, como no podía ser de otra manera, lo constituye la circunstancia de una mayor peligrosidad que implica la actuación de los agentes en conjunto y en forma preordenada disminuyen en forma ostensible la factibilidad de desplegar una posibilidad de defensa eficiente por parte de la víctima (“Homicidios”, Rubén E. Figari – Ed. Jurídicas Cuyo). La participación criminal asume el carácter de complicidad necesaria si, antes del delito, o durante su ejecución, previo acuerdo (complicidad por cooperación), o sin él (complicidad por auxilio), el partícipe ayudó, asistió o contribuyó (por comisión u omisión) a la realización de aquel. El cómplice tiene, pues, parte en el delito (*), encontrándose equiparados en cuanto a la pena del delito, ya que su aporte es esencial, causalmente indispensable, imprescindible (**). (*) Trib. Oral Crim. N° 2 Córdoba, 01/07/1997… Es así que el aporte de Jorge Pérez y Fabio Sequeira es considerado necesario ya que condujeron al autor y autores hacia el lugar del hecho, siendo imposible desconocer la voluntad de ellos a partir del momento en que se bajaron de los moto vehículos, con el claro designio de dar muerte a Toti Cáceres. Mayor incidencia en el resultado le cabe a Jorge Pérez, conforme lo señala el testigo Daniel “Sisi” Palavecino quien relató “…en ese momento escuchó a Jorge Pérez decir a su hijo “Uya” “matalo, matalo, matalo”, para después observar que le entregaba un cuchillo mediano con hoja medio fina que terminaba en punta que empleó “Uya” para asestarle tres puñaladas a Cáceres en el abdomen y tórax de arriba hacia abajo. Agrega que fuera de la pelea quedaron Jorge Pérez (Nichi) y Fabio Sequeira (Pupo)”. No solo los condujeron, sino también pudieron presenciar el ataque cuando Uya, exhibiendo un cuchillo de grandes dimensiones, se valió de la sujeción y golpiza a la que era sometida la víctima por Banegas y Víctor Sequeira, para asestarle los primeros tres puntazos que hicieron retroceder a Cáceres hasta llevarlo a una zona oscura, donde luego le propinó el resto de las heridas asegurando así el resultado letal, para luego huir todos raudamente del lugar. Así lo describió Sisi Palavecino, como también Franco Pogonza quien señaló “…que el pelado (Pascual Banegas), Pepe (Víctor Sequeira) y “Uya” lo agarraron a “Toti”, mientras Pupo y Nichi quedan al costado de la moto”, Walter Nicolás Palavecino quien relató “…observa que llegan nuevamente al lugar Javier Pérez junto a Fabián Alberto Sequeira en la moto Zanella roja y en otra Brava negra el padre de Javier Pérez, Jorge Pérez junto a Pascual Banegas (Pelado) y Víctor Sequeira (Pepe), se bajaron de las motos, quedando Jorge Pérez y Fabio Sequeira (Pupo), al costado de las mismas, los tres restantes se dirigen a Franco Cáceres, lo desafiaron a pelear…”, “…posteriormente ve salir del oscuro a los agresores corriendo subiéndose a los moto vehículos y dándose a la fuga, “Uya” se va con el padre y los otros dos con “Pupo”. Hasta aquí lo más saliente expuesto por el TA para fundar la condena que ahora se impugna.--------------------------------------------------



Ambos tribunales han entendido que las conductas de los Sres. Jorge Pérez y Fabio Sequeira encuadraban en las previsiones del art. 45 por haber efectuado una contribución útil al autor y coautores (TO) o contribución personal al hecho común (TA), ya que:


- Condujeron al autor y coautores al lugar del hecho;


- Tuvieron conocimiento directo de la conducta (TO), o de la voluntad homicida (TA);


- Porque no se fueron del lugar; siendo que en este supuesto el TO le adjudica una mayor responsabilidad al Sr. Jorge Pérez, por cuanto el autor del hecho es su hijo. Y en el mismo sentido, el TA le adjudica un mayor cuestionamiento al Sr. Pérez, porque ha tenido por acreditado (por el testimonio del Sr. Palavecino) que éste le gritó “matalo, matalo” y le entregó el arma homicida a su hijo;


- Porque acompañaron; observaron; presenciaron el ataque; no lo evitaron y huyeron del lugar, asegurando la impunidad. 



X) Así las cosas en este tramo de la resolución resultan necesarias esbozar algunos conceptos referidos a la participación criminal, cuando es necesaria o primaria y cuando no y cuáles son los criterios que nos permiten diferenciar una de la otra. ------------------------------



El art. 45 del CP establece que “Los que tomasen parte en la ejecución del hecho o prestasen al autor o autores un auxilio o cooperación sin los cuales no habría podido cometerse, tendrán la pena establecida para el delito. En la misma pena incurrirán los que hubiesen determinado directamente a otro a cometerlo.” Y el art. 46 que “Los que cooperen de cualquier otro modo a la ejecución del hecho y los que presten una ayuda posterior cumpliendo promesas anteriores al mismo, serán reprimidos con la pena correspondiente al delito, disminuida de un tercio a la mitad. Si la pena fuere de reclusión perpetua, se aplicará reclusión de quince a veinte años y si fuere de prisión perpetua, se aplicará prisión de diez a quince años”.----------------------------------------------------



En estos dos artículos se encuentran reguladas las figuras del autor; del partícipe primario y secundario; del instigador y del encubridor. En la presente casación, los recurrentes se encuentran condenados como partícipes primarios en el delito de homicidio agravado por el concurso de dos o más personas, y cuestionan precisamente que en virtud de lo acreditado en la causa, se los haya calificado en ese tipo de participación criminal, aduciendo una errónea interpretación del art. 45/CP por parte del tribunal a quo.------------------------------------------------------



De la lectura de las sentencias que preceden a esta se desprende que ambos tribunales de instancias inferiores han coincidido en tener por acreditado que tanto Fabio Sequeira como Jorge Pérez no habían intervenido en el ataque a “Toti” Cáceres, sino que se habían quedado al margen, por lo que tal conducta no resulta controvertida. -----------------------------------



La doctrina ha manifestado en este sentido que “en los arts. 45 y 46, se hace referencia a sujetos que, si bien colaboran en la ejecución de un ilícito en forma dolosa, solo lo hacen en la medida en que participan en un hecho ajeno y sin tener dominio del hecho en sentido material. En sentido negativo: todo participante que no es autor es partícipe. Posiblemente sea correcto afirmar que la punición de un partícipe se debe a una extensión del tipo penal: el partícipe no ha realizado el tipo, y, sin embargo, es punible en la forma proporcional indicada en esas normas y en referencia a la escala penal correspondiente al hecho en el que participó. La participación se basa en un `concepto de referencia’. Asimismo, la participación es accesoria” (Código Penal y normas complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial. T 2ª, 2° edición, Ed. Hammurabi, por Maximiliano Rusconi, pp. 267 –en adelante: ob. cit. CP comentado).-----------------------------------------------



Asimismo, y ya centrados en la figura del partícipe primario, los mismos han sido conceptualizados como “…quienes “prestasen al autor o autores un auxilio o cooperación, sin los cuales no habría podido cometerse el hecho… Se observa… una gran proximidad con los casos de coautoría por división de funciones o de trabajo. Hilando fino, entendió Soler que las características subjetivas y formales jurídicas son muy afines, por lo que el juicio de distinción debe buscarse en el aspecto objetivo del aporte del agente que “ayuda con algo, sin lo cual, el hecho no habría podido cometerse” (suprimida la causa, desaparece el efecto). Pero con más precisión juzgó Núñez que en la coautoría hay cooperación en la ejecución del hecho; ya se trate de la consumación del hecho, como de la estructuración que la secunda. Si hay ayuda, se trata de una ayuda convenida, acordada. En cambio, en la participación primaria hay “cooperación o ayuda no ejecutiva”. El partícipe concurre a una delincuencia ajena por aportes anteriores o simultáneos a la ejecución. La cooperación suele no ser acordada, sino de “motu propio”. (Derecho Penal, Parte General, T. II. Raúl Horacio Viñas, Ed. Nova Tesis, pp. 294).---------------------------------



Resulta así fundamental establecer cuáles son los criterios que nos permiten distinguir cuando una conducta encuadra en una participación primaria o necesaria, de cuando no, en cada caso concreto. En este sentido se ha sostenido que “Como idea diferenciadora aproximativa podría decirse que mientras unos “hacen”, o “hacen con” otros solamente “ayudan a hacer” o “determinan a hacer”; y complementariamente, otros distingos establecen algunos códigos según la importancia y eficacia del auxilio o ayuda, entre participes o cómplices primarios y secundarios (arts. 45 y 46 del CP argentino)” (ob.cit. Derecho Penal, Parte General, T. II. Viñas, pp. 292).-----------------------------------------------------



Entonces, la importancia y eficacia del aporte brindado asume -en nuestra legislación-, un parámetro esencial para poder encuadrar la conducta de la persona imputada, siendo que sin una clara configuración del tipo legal no hay delito imputable o al menos ese delito que se señala. --------------------------------------------------



En este sentido ha dicho la jurisprudencia que admitiendo tanto la categoría de cómplice necesario como la de no necesario, la cooperación como aporte, resulta menester parar mientes en la pauta según la cual la ley efectuaba la diferenciación: conforme la eficacia del aporte. Así, la fórmula del art. 45 del Cód. penal, que alude a “los que prestasen al autor o autores un auxilio o cooperación sin los cuales no habría podido cometerse…”, impone una ponderación que no puede efectuarse en abstracto. En este sentido, el criterio adecuado para la asignación al aporte del cómplice de un valor tal que sin el mismo no habría podido cometerse el delito en la forma en que fue perpetrado, estriba en calificar como necesarios solo a los aportes aprovechados por los autores o coautores en el tramo estrictamente ejecutivo, de acuerdo a las modalidades concretas llevadas a cabo. En este concepto no solo ingresan los aportes de los cómplices aprovechados por los autores, vinculados con la modalidad típica de ejecución (v.gr. el suministro del arma utilizada en el robo), sino también otros que hacen a la modalidad fáctica de la ejecución (v.gr. el suministro de información relacionada a la ausencia de moradores en la vivienda en la que ingresan los autores del robo, conociendo la ausencia de riesgos). Por el contrario, los aportes utilizados por los autores o coautores antes del tramo estrictamente ejecutivo, pueden ser calificados como no necesarios o secundarios (TS Córdoba, Sala Penal, 30/08/01, #Quiroga Hernán Javier y otros, p.ss.aa. de homicidio simple – Recurso de Casación”, www.eldial.com. Ob. Cit. CP comentado, pp. 302).--------------------------



Aplicado al caso, y habiendo ya delimitado el accionar de los casacionistas que para los tribunales anteriores los coloca en una participación primaria, cabe desmenuzar su tratamiento, a los efectos de establecer si, efectivamente, esas conductas o acciones, en el caso concreto y conforme la mecánica de este delito, encuadran en dichas previsiones o si, por el contrario, ha habido efectivamente una errónea interpretación del art. 45 del CP. ------------------------------------------------------



En cuanto al acuerdo previo, ambos recurrentes aducen que en la causa no se habría verificado. Que si bien el TA ha establecido que dicho acuerdo habría existido en el momento en que Uya y Fabio Sequeira van en búsqueda de los otros tres imputados, también es cierto que ambos tribunales han expuesto la misma definición de participación para fundamentar sus decisiones, en donde se deja establecido que el acuerdo previo no es un requisito esencial para hablar de participación primaria. ----------



Así, han expuesto en sus sentencias que “La participación criminal asume el carácter de complicidad necesaria sí; antes del delito, o durante su ejecución, previo acuerdo (complicidad por cooperación), o sin él (complicidad por auxilio), el partícipe ayudó, asistió o contribuyó (por comisión u omisión), a la realización de aquél.” --------------------------------------------------



De esta forma, ha quedado zanjada la cuestión en el sentido de que la existencia o inexistencia del acuerdo previo no es configurante per sé de la participación primaria. En esta misma línea, y como ya fuera expuesto más arriba, en la participación necesaria hay una ayuda o cooperación no ejecutiva, ya que el partícipe concurre a una delincuencia ajena por aportes anteriores o simultáneos a la ejecución, por lo que dicha cooperación suele no ser acordada sino de “motu propio” (Derecho Penal, Parte General, T. II. Raúl Horacio Viñas, Ed. Nova Tesis, pp. 294). -----------------------------------------



Excluido entonces el requisito del acuerdo previo, se retoma que lo que determina que una participación sea necesaria es el valor o la importancia que el aporte de ese partícipe ha efectuado en la ejecución del hecho concreto. ----------------------------



Los tribunales inferiores han entendido que Sequeira y Pérez habían efectuado una contribución útil al autor y coautores (TO) o contribución personal al hecho común (TA), por haber, en primer lugar, conducido al autor y coautores hasta el lugar del hecho. Cabe resaltar que esta circunstancia no se encuentra controvertida en la causa, ya que Fabio Sequeira y Jorge Pérez reconocieron expresamente haber transportado a Javier Pérez, Víctor Sequeira y Pascual Banegas, lo que también ha sido señalado por testigos y por los otros imputados (testimonio de Daniel Palavecino, de Mario Chávez, de Walter Palavecino, de Daniel Pogonza –ff. 4/5-, declaración del imputado Fabio Sequeira –ff. 306/307-, de Víctor Sequeira –ff. 310/311-, de Jorge Pérez –ff. 472; de la reconstrucción del hecho –ff. 413, 420, 427, 433, 440 y 448). Sobre ello, resulta importante diferenciar cuándo el transporte de quienes terminaran cometiendo el delito configura un aporte esencial para la ejecución de ese ilícito, o si simplemente ha hecho a la comodidad de aquellos. ------------------------------------------------



La jurisprudencia se ha planteado ese interrogante, respondiéndolo de la siguiente manera. ¿Cuándo una participación consistente en trasladar hasta el lugar del hecho en un vehículo a quien será autor del mismo, es participación indispensable? La respuesta deberá pasar por obtener precisiones respecto a si para la ejecución del hecho –hecho como empresa ajustada a un previo plan criminal, y por ende como algo más amplio que la actuación en el propio núcleo típico- era o no necesario contar con el apoyo del vehículo y su conductor, dato éste obviamente casuístico dada su factibilidad. Pues bien, al efecto, y aunque para Zaffaroni todos los que intervienen en la ejecución sean autores o coautores a menos que les falte uno de los requisitos típicos exigidos para ello en cuyo caso serán participes, puede utilizarse su ejemplificación relativa a que no serán autores pero sí tendrán un protagonismo superior a la mera participación secundaria, quienes conforme a cada hecho concreto y teniendo en cuenta el plan del mismo han realizado un aporte sin el cual ese plan no hubiera podido realizarse, como quienes no facilitan meramente la consumación en forma más rápida, fácil o cómoda del hecho sino que dan un apoyo indispensable a la luz de las singularidades del caso, cual el chofer de un automóvil “…cuando se trate de un robo en que se opera por sorpresa y es menester desaparecer antes de que la gente reaccione y cunda la alarma, o bien cuando el transporte de otra manera hubiese impedido la consumación porque se descubriría de inmediato el hecho…” El criterio en definitiva diferenciador, será pues el de establecer si el aporte participativo hizo solo al facilitamiento o comodidad de los autores, o si por el contrario tuvo incidencia indispensable en la forma en que se ejecutó el hecho, aunque entendiendo este hecho como suceso factico comprensivo de la total faz ejecutiva del plan previamente delineado, y no solo como “realización típica”. Al verificarse que la presencia en el automóvil, esperando a quienes cometerían el robo era indispensable para que éste se concretara como se concretó, puesto que de haber huido a pie los autores no solo podrían haber sido aprehendidos por los transeúntes, sino que además se habría dificultado enormemente el traslado del pack de diez cajas de vino que sustrajeron hasta hacer prácticamente imposible el total desapoderamiento, se puede concluir que la participación fue de primer grado (CPen. de Santa Fe, sala IV, 9-9-99, “B., H. y otro s/ Partícipe principal robo con armas” – Expte N° 38-99, Resolución N° 64, Tomo 6, Folio 155. SAIJ sums. J0101510 y J0101512, Revista de Derecho Penal, Autoría y Participación I Donna, Ed. Rubinzal Culzoni, pp. 430/432).



Habría que preguntarse entonces si en este caso, la conducción del autor y coautores hasta el lugar del hecho ha tenido una incidencia indispensable para la forma en la que se ejecutó, o ha hecho al facilitamiento o comodidad de estos. La segunda alternativa es la que se impone. En efecto, de las constancias de la causa surge que las distancias en las que se han movido los participantes son cercanas (un radio de 700 m., y el tiempo que demoraron en volver al lugar de entre 5 a 15 minutos) por lo que el acceder y el irse del lugar en motovehículo no pareciera (o al menos genera duda) ser un aporte esencial a la ejecución del hecho particular de esta causa. La operación lógica que debe realizarse en este caso consistiría en determinar que si se suprime ese transporte los coautores, ¿podrían haber llegado a la esquina en la que se encontraba Toti Cáceres por otros medios? La respuesta es sí, o al menos -como ya se señalara- no es posible determinar sin que se genere una duda razonable, que sin dicho traslado en el motovehículo el hecho no se hubiera podido cometer. Esta duda se acrecienta más aun, ante el hecho de que los condenados como coautores (Banegas y V. Sequeira), se retiraron del lugar a pie (conforme plataforma fáctica de la acusación, fs. 2; y constancias de fs. 345, 351, 401, 406, 407, 452).



Si el imputado se limitó a esperar a los autores a notable distancia del lugar del hecho, con actitud pasiva al solo efecto de facilitar su traslado posterior a la comisión del ilícito, su obrar resulta encuadrable en el supuesto de complicidad secundaria. Visto que el rol cumplido por el recurrente se circunscribió a transportar a los coautores al lugar del hecho delictivo, debe concluirse que su comportamiento resulta propio de una complicidad secundaria, en tanto su intervención no ha sido activa y no ha prestado un aporte sin el cual el hecho no podría haberse perpetrado (TS Córdoba, Sala Penal, 22/09/05, “Becerra, Miguel A. y otros s/ Rec. de Casación”, LLC, 2006-38. Ob.cit CP comentado, pp. 322).---



En suma, cabe descartar que el transporte del autor y coautores al lugar del homicidio, conforme lo expuesto, haya sido esencial para la ejecución de este delito en particular. ------------------------------------



Resta analizar si las conductas de haber presenciado el hecho, no haberlo impedido y no haberse ido del lugar, pueden ser consideradas también como aportes esenciales que los ubique en los términos del art. 45.----



La jurisprudencia ha señalado que El criterio para determinar la participación necesaria es considerar la eficiencia del aporte, de suerte tal que omitiéndosela en el caso concreto y con arreglo a sus características, el autor hubiera tenido que valerse del auxilio o cooperación de otras personas, o hubiera necesitado esperar otra oportunidad u otras circunstancias en pos de consumar el hecho tal como se realizó (voto de la Dra. Bernaz de Vidal, CNCas. Pen., Sala IV, 19-3-2003, “Santander, Carlos Alberto s/ Recurso de Casación”, SAIJ sum. 33008834, ob.cit. Autoría y Participación – I, pp. 433).-----------------------------------------------------



En este punto la pregunta que habría que formularse es: si Javier Pérez, Pascual Banegas y Víctor Sequeira hubieran podido ejecutar el homicidio de Toti Cáceres de la manera en la que aconteció, si los Sres. Jorge Pérez y Fabio Sequeira no hubiesen estado presentes. Conforme lo señalado por la cita jurisprudencial que se menciona, y lo antedicho con relación a que el tipo penal del art. 45 exige un aporte esencial, necesario, y que allí debe ubicarse el análisis de la conducta en cada caso concreto, en este particular supuesto y por los argumentos brindados, se avizora un aporte de los aquí recurrentes, pero que no goza de la característica de esencialidad que exige la norma. Ello así por cuanto su colaboración no ha ingresado en la faz ejecutiva del ilícito, como para que los autores pudieran aprovecharla para cometerlo. La jurisprudencia ha dicho en este sentido que La ponderación del aporte del cómplice requiere un criterio de valor que lo presente como necesario, donde la contribución del cómplice, sin la cual no habría podido cometerse el delito en la forma en que fue perpetrado, abarque aportes aprovechados por los autores o coautores en el tramo estrictamente ejecutivo, de acuerdo a la modalidad concreta llevada a cabo; por el contrario, los aportes utilizados por los autores o coautores antes de la ejecución o después de culminada la misma, deben ser calificados como no necesarios o secundarios (STJ Chubut, Sala Pen., 24-5-2004, “Y. C. y otros s/ robo agravado”, SAIJ sum. Q0015358, ob.cit Autoría y Participación – I, pp. 432).-------------------------------------------------



Así las cosas, y de acuerdo a lo hasta aquí analizado, el aporte de los recurrentes, aporte éste que existió, no ha sido esencial en este caso concreto para la comisión del homicidio del Sr. Cáceres en la forma en la que se llevó a cabo. De esta manera, la colaboración brindada encuadra en las previsiones del art. 46 del CP.--



Ahora bien, conforme lo señalado más arriba en la descripción de las conductas de los aquí casacionistas, hay dos supuestos comportamientos del Sr. Pérez (y no así para el Sr. Sequeira), que deben ser analizados puntualmente. Uno de esos comportamientos está referido a que el Sr. Pérez le habría gritado a su hijo que mate a Cáceres y el segundo es que le habría entregado el cuchillo. Sobre el primero, cabe decir que ello ha sido expresado por el testigo Palavecino, quien manifestó haber escuchado decir al imputado “matalo, matalo”. Por su parte, el coimputado aquí recurrente dijo que escuchó que Pérez le decía “hincalo, hincalo”. -----------------------



Si bien los términos no coinciden, y que son los únicos que han declarado haber escuchado esto, ya que el resto de los participantes y testigos afirman no haberlo escuchado, por sí solo, tampoco constituye un aporte esencial. ------------------------------------------------



Distinto resultaría lo segundo, es decir, haber entregado el arma homicida. Sobre ello, en este supuesto, el testigo Palavecino es el único que ha afirmado haber visto que Nichi Pérez le entregaba el cuchillo de la siguiente manera “mientras todos seguían golpeando a Cáceres, escucha que Jorge Pérez le dice a su hijo Javier Pérez “matalo, matalo, matalo”, para después de ello observar que Jorge Pérez le entregaba un cuchillo mediano con hoja medio fina…”.------------------------------------



De los términos de la plataforma fáctica de la acusación, no surge tal hecho, ya que allí se ha señalado que “Javier Pérez y Fabio Sequeira fueron en búsqueda de Jorge Pérez, Pascual Banegas y Víctor Sequeira, quienes se encontraban juntos en otro lugar… distante a 700 metros aproximadamente de la esquina de San Miguel y Alem. En ese lugar, acordaron el ataque a Cáceres, y para ello cambiaron el arma blanca con el que Javier Pérez ultimaría a Cáceres”.-----------------------------------------------



El testigo Orfilio Juárez dijo que Pérez saco el cuchillo de su cintura (fs. 4 vta. y 399). El resto de los testigos expusieron no ver el arma por razones de oscuridad de la zona o porque el agresor se encontraba de espaldas, y en un supuesto (Mario Chávez) afirma haber visto el arma recién cuando Javier Pérez salía de la oscuridad, luego de ocurrido el ataque (fs. 5).----------- 



El propio autor manifiesta en la reconstrucción del hecho que nadie le dio el cuchillo, que lo sacó él de su casa sin que nadie lo vea (fs. 391). Fabio Sequeira también expone que no vio el cuchillo (fs. 307, 351), de la misma manera que Víctor Sequeira (fs. 406 y 470). Jorge Pérez también afirma no haber visto el cuchillo (fs. 435 y 472), al igual que Pascual Banegas (fs. 452, 468). Que si bien, la entrega del arma homicida podría haber sido en este particular caso un aporte esencial para la comisión del hecho, no se encuentra acreditada tal circunstancia, con la convicción que se requiere, puesto que se encuentra basada en el testimonio de una sola persona, sin sustento en ninguna otra constancia.-------------------------------



Lo dicho lleva a concluir que el reproche de los agraviados respecto al iter lógico empleado en la sentencia por el TA para la confirmación de la responsabilidad penal, arrastra el vicio de origen de lo razonado por el TO, acreditándose la falencia expuesta en los agravios.---------------------------------------------



Por todo lo expuesto, el actuar de los casacionistas en este caso tampoco ha sido esencial, encuadrando su conducta en las previsiones del art. 46/CP (“Los que cooperen de cualquier otro modo a la ejecución del hecho…). Es decir, en este supuesto estamos ante una participación secundaria al vislumbrarse un aporte de los coimputados, pero que en el caso, de acuerdo a la mecánica del hecho y lo acreditado en la causa, no ha sido esencial o necesario, encuadrando en consecuencia su conducta en el tipo penal previsto en el art. 46. -----------------------



XI) Habiéndose encuadrado la conducta en otra calificativa, por mandato propio del art. 46 del CP, la pena establecida debe ser modificada. La mencionada normativa expresa que en este supuesto “…serán reprimidos con la pena correspondiente al delito, disminuida de un tercio a la mitad. Si la pena fuere de reclusión perpetua, se aplicará reclusión de quince a veinte años y si fuere de prisión perpetua, se aplicará prisión de diez a quince años”. Al haberse condenado a los imputados a la pena de prisión perpetua, corresponde la aplicación de la última parte del artículo. --------------------------------------



Que este Tribunal Superior ya se ha expedido en aquellos casos en los que se peticiona el control de la pena, que la fijación de la misma es un acto de discrecionalidad del juez o tribunal de la causa (Res. S. “B”, N° 08. Expte. Nº 18.689 – Año 2016 – Autos: “Brandán Hugo Walter s.d. Abuso Sexual con Acceso Carnal Agravado por el Vínculo y la Condición de Guardador; Abuso Sexual Gravem. Ultrajante e.p. Y.V.B. (menor) s/ Condena – Casación Criminal, 19/02/18). Es por ello que en el caso cabe reenviar la causa al tribunal de juicio para que la determine, conforme las disposiciones de los arts. 40, 41 y 46 del CP. ---------------------------------------------



En este mismo sentido lo ha entendido la jurisprudencia nacional al señalar que “La solución que propongo conduce a la reforma de la pena impuesta a la imputada. Observo que si bien, bajo ciertas circunstancias, el Tribunal estaría habilitado a imponer directamente la pena, cuando ésta es consecuencia de la decisión de reforma de la sentencia recurrida, sin embargo, ello está condicionado a la disponibilidad de elementos de juicio relevantes a tenor del art. 41 C.P., los que el tribunal no dispone en este caso, y a la existencia de un contradictorio previo sobre cómo debería establecerse la nueva pena en caso de reforma. De lo contrario encuentro sumamente difícil, en el marco de la limitada jurisdicción abierta por los recursos de casación, poder establecer una pena más allá del mínimo de la escala legal aplicable con arreglo a hechos objetivos que fundamenten su determinación, respetando el principio de defensa. Por lo demás, esa tarea está condicionada a la inmediación previa (doctrina del fallo C.S.J.N., “Niz, Rosa A.”, N.132.XLV, 15 de junio de 2010). Voto pues por el reenvío del caso para que la determinación de la pena sea realizada por el tribunal de juicio”. (Causa N° 11.014-Sala I Cám. Fed. De Casación Penal – “Coito Machado, Henry A. y otros s/recurso de casación Reg. N° 20.561, 19/12/2012).--------------------------------------



En consecuencia, por todos los fundamentos que anteceden, doctrina y jurisprudencia citadas, y oído el Fiscal General del Ministerio Público,  Voto por: I) Anular todo lo actuado en esta instancia en el presente proceso por insuficiencia técnica grave (pauperis modo) en la fundamentación del recurso presentado a fs. 629/631, por la defensa técnica oficial de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas, que afecta el derecho de ambos a una defensa eficaz en juicio. II) En consecuencia, Ordénase a la Defensora Pública actuante a formular una nueva presentación del recurso de casacón, debiendo observar su fundamentación en forma, conforme las exigencias del art. 486 del CPP de la Pcia., en el plazo de diez días de notificada esta resolución, debiéndose posteriormente correr una nueva vista al MPF. Previo a ponerse nuevamente los autos para sentencia. III) Tome conocimiento de la presente resolución el Sr. Defensor General del Ministerio Público a los efectos que considere corresponder. IV) HACER LUGAR a los recursos de casación incoados por las defensas de los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez a fs. 637/641 y 700/701, respectivamente. Casar la sentencia a su respecto, condenándolos como partícipes secundarios del delito de homicidio agravado por el concurso de dos o más personas (art. 46 del CP). V) PROCÉDASE AL REENVÍO de los autos para que la determinación de la pena sea realizada por el tribunal de juicio.---------------------------------------



A las mismas cuestiones, el Dr. Julio Carmelo Vidal, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, votando en igual forma. Con que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Julio Carmelo Vidal - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero dos de marzo año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) DECLARAR INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto a ff. 629/631, por la defensa técnica de los Sres. Víctor Ariel Sequeira y Pascual Sebastián Banegas. II) NO HACER LUGAR a los recursos de casación incoados por las defensas de los Sres. Fabio Alberto Sequeira y Jorge Pérez a ff. 637/641 y 700/701, respectivamente. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Julio Carmelo Vidal - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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